
requerimiento efectuado por la Delegación Provincial de Almería
fue recibido en el domicilio señalado al efecto por el recurrente,
con fecha 31 de agosto de 1990 –fecha que figura en el acuse
de recibo– sin que “transcurrido con creces el plazo concedido
al efecto” haya “quedado acreditada” “la representación” soli-
citada –Punto 2 del Informe de 15.12.99 que obra unido al
expediente–.

Cuarto.  En virtud de lo expuesto en los fundamentos ante-
riores y a la vista del informe emitido –art. 89.5 LRJ-PAC–, de
la normativa citada y de los documentos que obran en el expe-
diente procede al amparo del articulo 42 de la LRJ-PAC dictar
la presente Orden por la que se tiene al recurrente por desis-
tido del recurso de alzada formulado –no ha subsanado en el
plazo conferido al efecto su falta de legitimación– y se procede
su archivo sin más trámite. 

Por lo expuesto y vistas la Ley 26/1984, de 19 de julio,
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, el
R.D. 1945/1983, de 22 de junio por el que se regulan las infrac-
ciones y sanciones en materia del consumidor, la Ley 5//1985,
de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía,
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y demás disposiciones concordantes de especial y
general aplicación, 

D I S P O N G O

Al no quedar acreditado en el expediente, pese el reque-
rimiento efectuado, la representación que ostenta don Joaquín
Flores Pangracy, para recurrir en nombre de Lanconfort SL, la
sanción impuesta, se resuelve tenerle por desistido de su pre-
tensión y proceder por ello al archivo del recurso de alzada
interpuesto, sin más trámite.

Contra la presente disposición, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa. Sevilla,
15 de noviembre de 2001. El Secretario General Técnico. P.D.
(Orden de fecha 11.12.98). Fdo.: Sergio Moreno Monrové».

Sevilla, 1 de abril de 2002.- El Secretario General Técnico,
Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 1 de abril de 2002, de la Secreta-
ría General Técnica, por la que se notifica la Resolución
adoptada por el Consejero de Gobernación al Recurso
de Alzada interpuesto por doña Antonia Camacho Merino
en representación de Joyería Santa Ana, contra la
Resolución recaída en el expediente núm. 278/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-
rrente, Joyería Santa Ana, de la resolución del Excmo. Sr.
Consejero de Gobernación al recurso interpuesto contra la dic-
tada por el Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de
Trabajo e Industria en Málaga, por la presente se procede a
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su
domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-
tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta
Secretaría General Técnica (Plaza Nueva núm. 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

“Visto el Recurso de Alzada interpuesto por doña Antonia
Camacho Merino, en nombre y representación de la entidad
Joyería Santa Ana contra Resolución de la Delegación Provincial
de la Consejería de Trabajo e Industria en Málaga, de fecha 27
de septiembre de 1999, recaída en expediente sancionador
núm. 278/99,

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo
e Industria en Málaga dictó la Resolución de referencia, por la
que se impone a la entidad Joyería Santa Ana, una sanción de
treinta mil pesetas (30.000 ptas.), como responsable de una
infracción calificada de leve y tipificada en los artículos 34 apar-
tados 5 y 9 (este último convertido en el apartado 10 por la
Ley 7/1998) y 35 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, modificada
por la Ley 7/1998, de 13 de abril, y arts.3.3.4 y 6.4 del R.D.
1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infrac-
ciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y
de la producción agro-alimentaria y ello en relación con los arts.
1 y 3.2 del Decreto 2807/1972, de 15 de septiembre.

Segundo. Contra la anterior Resolución, la interesada inter-
pone en tiempo y forma recurso de alzada, en el que, en sín-
tesis, alega: 

- Que la resolución hace mención a que los artículos
expuestos para su venta en los escaparates carecen de PVP
visibles y ello no es cierto, ya que todos los artículos tienen los
PVP, mas alguno no está visible.

- Que el art. 4 del Decreto 2807/1972, de 15 de sep-
tiembre, permite que reglamentariamente se adopten requisi-
tos específicos que puedan exigir la publicidad de los precios
en determinados establecimientos, aunque se desconoce al
respecto norma alguna, la Federación Andaluza de Joyeros
recomienda que debido a las peculiaridades del sector los
artículos dispusieran de los precios visibles, salvo aquellos cuyo
precio fuesen elevados, además de que al ser un sector some-
tido a las leyes de seguridad ciudadana y seguridad privada
que implica no advertir a los delincuentes al respecto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
en relación con el Decreto del Presidente 6/2000, de 28 de
abril, sobre reestructuración de Consejerías, el Decreto
138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba la Estructura
Orgánica de la Consejería de Gobernación, modificado por
Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden de 18 de junio
de 2.001, por la que se delegan competencias en diversas mate-
rias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Del tenor literal de los artículos 1.º.1 y 3.º.2 del
Decreto 2807/1972, de 15 de septiembre, sobre publicidad y
marcado de precios en la venta al público de artículos al por
menor, resulta que todo establecimiento comercial, sin excep-
ción, debe exhibir el precio de las mercancías que se encuen-
tren expuestas para su venta, y que si están expuestos en el
escaparate, el comprador debe estar en condiciones de cono-
cer el precio sin necesidad de entrar en el comercio; los hechos
descritos en el acta de inspección acreditan que algunos de
los artículos no tenían el precio visible, sin que las alegaciones
del recurrente desvirtúen los mismos, ya que no existe nor-
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mativa alguna que exima de los deberes expuestos en las nor-
mas citadas. 

Tercero. Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, la Ley
5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en
Andalucía, el R.D. 1945/1983, de 22 de junio, por el que se
regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa del
consumidor y de la producción agro-alimentaria, la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común y demás disposiciones concordantes y de general apli-
cación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

DESESTIMAR el Recurso de Alzada interpuesto por doña
Antonia Camacho Merino, en nombre y representación de la
entidad Joyería Santa Ana, contra Resolución de la Delegación
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en Málaga,
de fecha referenciada, confirmando la misma en todos sus tér-
minos.

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa. Sevilla,
12 de noviembre de 2001. EL SECRETARIO GENERAL TÉCNICO.
P.D. (Orden de fecha 18.6.01). Fdo.: Sergio Moreno Monrové».

Sevilla, 1 de abril de 2002.- El Secretario General Técnico,
Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 1 de abril de 2002, de la Secretaría
General Técnica por la que se notifica la Resolución adop-
tada por el Consejero de Gobernación al Recurso de Alzada
interpuesto por doña María Victoria Lupiáñez Rodríguez,
en representación de Recreativos Serotri, SL, contra la
Resolución recaída en el exp. núm. SE-25/2000 M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-
rrente, Recreativos Serotri, SL, de la resolución del Excmo. Sr.
Consejero de Gobernación al recurso interpuesto contra la dic-
tada por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno en Sevilla, por la
presente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se encuen-
tra en las dependencias del Servicio de Legislación de esta
Secretaría General Técnica (Plaza Nueva núm. 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a veintinueve de enero de dos mil dos.
Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 29 de marzo de 2000 el Ilmo. Sr. Delegado
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Sevilla acordó abrir
expediente sancionador contra Recreativos Serotri, SL por tener
instalada y en explotación el 10 de febrero en la Venta El Cruce
de Puebla del Río una máquina tipo B que carecía de matrí-
cula y de boletín de instalación.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno dictó resolución el
6 de octubre de 2000 por la que se le imponía una sanción
consistente en multa de 275.000 pesetas por dos infracciones:

- Una, carecer de boletín de instalación, al artículo 25.4
de la Ley del juego y apuestas de la Comunidad Autónoma de
Andalucía y 26 y 43.1 del Reglamento de máquinas recreati-
vas y de azar, aprobado por el Decreto 491/1996, de 19 de
noviembre, calificada grave en su artículo 53.1 (200.000
pesetas).

- Otra, no tener incorporada la matrícula, al artículo 40 b)
del Reglamento, calificada leve en su artículo 30.2 (75.000
pesetas).

Tercero. Notificada dicha resolución, el interesado inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, en el que sucinta-
mente formula las siguientes alegaciones:

- El día antes de la inspección había solicitado ante la
Delegación de Huelva el traslado a Sevilla.

- En las Delegaciones de Huelva y Sevilla había mucho
retraso.

- Se vulnera el principio de presunción de inocencia.
- Los últimos párrafos de los artículos 24.3 y 45 del

Reglamento carecen de cobertura legal.
- La sanción es desproporcionada.

A estas alegaciones son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

El Consejero de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las resoluciones de
los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley del
Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma (Ley
6/1983, de 21 de julio).

Por Orden de 18 de junio de 2001, y de acuerdo con lo
previsto en el artículo 13 de la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común (en adelante, LRJAP-PAC), esta competencia de reso-
lución de recursos administrativos ha sido delegada en la
Secretaría General Técnica.

II

Alega la entidad recurrente vulneración del principio de
presunción de inocencia, cuando reconoce que el día después
de solicitar el traslado de la máquina desde Huelva a Sevilla
ya la tenía instalada en la Venta El Cruce de Puebla del Río.
La sentencia de la sala en Málaga del Tribunal Superior de
Justicia de Andalucía de 22 de septiembre de 2000 señala que
no es admisible que una empresa operadora alegue ignoran-
cia sobre las normas reglamentarias reguladoras de la activi-
dad que constituye su objeto social, por lo que debía conocer
perfectamente que la obtención del boletín de instalación es
un requisito previo a dicha instalación.

III

En relación con lo alegado sobre que ha sido la tardanza
de la Administración la que le ha llevado a la instalación de la
máquina antes de obtener las autorizaciones administrativas
reglamentariamente exigidas, son muchas las sentencias del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía que han tratado la
cuestión, de las que traemos dos a título de ejemplo:
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